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REAL DECRETO LEGISLATIVO 7/2015, DE 30 DE OCTUBRE, POR EL QUE SE APRUEBA  
EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE SUELO Y REHABILITACIÓN URBANA 

(BOE de 31 de octubre de 2015) 

-TEXTO PARCIAL- 

 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

TÍTULO I 

Condiciones básicas de la igualdad en los derechos y deberes constitucionales 
de los ciudadanos 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

CAPÍTULO III 

Estatuto jurídico de la propiedad del suelo 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

Artículo 17. Contenido del derecho de propiedad del suelo en situación de urbanizado: 
deberes y cargas. 

1. En el suelo en situación de urbanizado, el deber de uso supone los deberes de completar la 
urbanización de los terrenos con los requisitos y condiciones establecidos para su edificación y el 
deber de edificar en los plazos establecidos en la normativa aplicable, cuando así se prevea por la 
ordenación urbanística y en las condiciones por ella establecidas. 

2. Cuando la Administración imponga la realización de actuaciones sobre el medio urbano, el 
propietario tendrá el deber de participar en su ejecución en el régimen de distribución de 
beneficios y cargas que corresponda, en los términos establecidos en el artículo 14.1.c). 

3. En particular, cuando se trate de edificaciones, el deber legal de conservación comprende, 
además de los deberes de carácter general exigibles de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 15, la realización de los trabajos y las obras necesarios para: 

a) Satisfacer, con carácter general, los requisitos básicos de la edificación establecidos en el 
artículo 3.1 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación. 

b) Adaptar y actualizar sus instalaciones a las normas legales que, para la edificación 
existente, les sean explícitamente exigibles en cada momento. 

4. El deber legal de conservación, que constituirá el límite de las obras que deban ejecutarse 
a costa de los propietarios cuando la Administración las ordene por motivos turísticos o culturales, 
o para la mejora de la calidad o sostenibilidad del medio urbano, se establece en la mitad del valor 
actual de construcción de un inmueble de nueva planta, equivalente al original, en relación con las 
características constructivas y la superficie útil, realizado con las condiciones necesarias para que 
su ocupación sea autorizable o, en su caso, quede en condiciones de ser legalmente destinado al 
uso que le sea propio. Cuando se supere dicho límite, las obras que lo rebasen para obtener 
mejoras de interés general correrán a cargo de los fondos de la Administración que haya impuesto 
su realización. 

5. La realización de las actuaciones sobre el medio urbano corresponde, además de a 
aquellos sujetos a los que la legislación de ordenación territorial y urbanística atribuya dicha 
obligación, a los siguientes: 

a) Los propietarios y los titulares de derechos de uso otorgados por ellos, en la proporción 
acordada en el correspondiente contrato o negocio jurídico que legitime la ocupación. En ausencia 
de éste, o cuando el contrato no contenga cláusula alguna relativa a la citada proporción, 
corresponderá a éstos o a aquéllos, en función de si las obras tienen o no el carácter de 
reparaciones menores motivadas por el uso diario de la vivienda, sus instalaciones y servicios. La 
determinación se realizará de acuerdo con la normativa reguladora de la relación contractual y, en 
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su caso, con las proporciones que figuren en el Registro de la Propiedad, relativas al bien y a sus 
elementos anexos de uso privativo. 

b) Las comunidades de propietarios y, en su caso, las agrupaciones de comunidades de 
propietarios, así como las cooperativas de viviendas, con respecto a los elementos comunes de la 
construcción, el edificio o complejo inmobiliario en régimen de propiedad horizontal y de los 
condominios, sin perjuicio del deber de los propietarios de las fincas o elementos separados de 
uso privativo de contribuir, en los términos de los estatutos de la comunidad o agrupación de 
comunidades o de la cooperativa, a los gastos en que incurran estas últimas. 

c) Las Administraciones Públicas, cuando afecten a elementos propios de la urbanización y no 
exista el deber legal para los propietarios de asumir su coste, o cuando éstas financien parte de la 
operación con fondos públicos, en los supuestos de ejecución subsidiaria, a costa de los 
obligados. 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

TÍTULO II 

Bases del régimen del suelo, reglas procedimentales comunes y normas civiles 

CAPÍTULO I 

Bases del régimen del suelo 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

Artículo 21. Situaciones básicas del suelo. 

1. Todo el suelo se encuentra, a los efectos de esta ley, en una de las situaciones básicas de 
suelo rural o de suelo urbanizado. 

2. Está en la situación de suelo rural: 

a) En todo caso, el suelo preservado por la ordenación territorial y urbanística de su 
transformación mediante la urbanización, que deberá incluir, como mínimo, los terrenos excluidos 
de dicha transformación por la legislación de protección o policía del dominio público, de la 
naturaleza o del patrimonio cultural, los que deban quedar sujetos a tal protección conforme a la 
ordenación territorial y urbanística por los valores en ellos concurrentes, incluso los ecológicos, 
agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos, así como aquéllos con riesgos naturales o 
tecnológicos, incluidos los de inundación o de otros accidentes graves, y cuantos otros prevea la 
legislación de ordenación territorial o urbanística. 

b) El suelo para el que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o 
permitan su paso a la situación de suelo urbanizado, hasta que termine la correspondiente 
actuación de urbanización, y cualquier otro que no reúna los requisitos a que se refiere el 
apartado siguiente. 

3. Se encuentra en la situación de suelo urbanizado el que, estando legalmente integrado en 
una malla urbana conformada por una red de viales, dotaciones y parcelas propia del núcleo o 
asentamiento de población del que forme parte, cumpla alguna de las siguientes condiciones: 

a) Haber sido urbanizado en ejecución del correspondiente instrumento de ordenación. 

b) Tener instaladas y operativas, conforme a lo establecido en la legislación urbanística 
aplicable, las infraestructuras y los servicios necesarios, mediante su conexión en red, para 
satisfacer la demanda de los usos y edificaciones existentes o previstos por la ordenación 
urbanística o poder llegar a contar con ellos sin otras obras que las de conexión con las 
instalaciones preexistentes. El hecho de que el suelo sea colindante con carreteras de 
circunvalación o con vías de comunicación interurbanas no comportará, por sí mismo, su 
consideración como suelo urbanizado. 

c) Estar ocupado por la edificación, en el porcentaje de los espacios aptos para ella que 
determine la legislación de ordenación territorial o urbanística, según la ordenación propuesta por 
el instrumento de planificación correspondiente. 
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4. También se encuentra en la situación de suelo urbanizado, el incluido en los núcleos 
rurales tradicionales legalmente asentados en el medio rural, siempre que la legislación de 
ordenación territorial y urbanística les atribuya la condición de suelo urbano o asimilada y cuando, 
de conformidad con ella, cuenten con las dotaciones, infraestructuras y servicios requeridos al 
efecto. 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

CAPÍTULO II 

Reglas procedimentales comunes y normas civiles 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

Artículo 28. Declaración de obra nueva. 

1. (…) 

4. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en el caso de construcciones, 
edificaciones e instalaciones respecto de las cuales ya no proceda adoptar medidas de 
restablecimiento de la legalidad urbanística que impliquen su demolición, por haber transcurrido 
los plazos de prescripción correspondientes, la constancia registral de la terminación de la obra se 
regirá por el siguiente procedimiento: 

a) Se inscribirán en el Registro de la Propiedad las escrituras de declaración de obra nueva 
que se acompañen de certificación expedida por el Ayuntamiento o por técnico competente, acta 
notarial descriptiva de la finca o certificación catastral descriptiva y gráfica de la finca, en las que 
conste la terminación de la obra en fecha determinada y su descripción coincidente con el título. A 
tales efectos, el Registrador comprobará la inexistencia de anotación preventiva por incoación de 
expediente de disciplina urbanística sobre la finca objeto de la construcción, edificación e 
instalación de que se trate y que el suelo no tiene carácter demanial o está afectado por 
servidumbres de uso público general. 

b) (…) 

TÍTULO III 

El informe de Evaluación de los Edificios 

Artículo 29. El Informe de Evaluación de los Edificios. 

1. Los propietarios de inmuebles ubicados en edificaciones con tipología residencial de 
vivienda colectiva podrán ser requeridos por la Administración competente, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo siguiente, para que acrediten la situación en la que se encuentran 
aquéllos, al menos en relación con el estado de conservación del edificio y con el cumplimiento de 
la normativa vigente sobre accesibilidad universal, así como sobre el grado de eficiencia 
energética de los mismos. 

2. El Informe de Evaluación que determine los extremos señalados en el apartado anterior, 
identificará el bien inmueble, con expresión de su referencia catastral y contendrá, de manera 
detallada: 

a) La evaluación del estado de conservación del edificio. 

b) La evaluación de las condiciones básicas de accesibilidad universal y no discriminación de 
las personas con discapacidad para el acceso y utilización del edificio, de acuerdo con la 
normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables 
para satisfacerlas. 

c) La certificación de la eficiencia energética del edificio, con el contenido y mediante el 
procedimiento establecido para la misma por la normativa vigente. 

Cuando, de conformidad con la normativa autonómica o municipal, exista un Informe de 
Inspección Técnica que ya permita evaluar los extremos señalados en las letras a) y b) anteriores, 
se podrá complementar con la certificación referida en la letra c), y surtirá los mismos efectos que 
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el informe regulado por esta ley. Asimismo, cuando contenga todos los elementos requeridos de 
conformidad con aquella normativa, podrá surtir los efectos derivados de la misma, tanto en 
cuanto a la posible exigencia de la subsanación de las deficiencias observadas, como en cuanto a 
la posible realización de las mismas en sustitución y a costa de los obligados, con independencia 
de la aplicación de las medidas disciplinarias y sancionadoras que procedan, de conformidad con 
lo establecido en la legislación urbanística aplicable. 

3. (…) 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

TÍTULO V 

Valoraciones 

Artículo 34. Ámbito del régimen de valoraciones. 

1. Las valoraciones del suelo, las instalaciones, construcciones y edificaciones, y los derechos 
constituidos sobre o en relación con ellos, se rigen por lo dispuesto en esta Ley cuando tengan 
por objeto: 

a) La verificación de las operaciones de reparto de beneficios y cargas u otras precisas para la 
ejecución de la ordenación territorial y urbanística en las que la valoración determine el contenido 
patrimonial de facultades o deberes propios del derecho de propiedad, en defecto de acuerdo 
entre todos los sujetos afectados. 

b) La fijación del justiprecio en la expropiación, cualquiera que sea la finalidad de ésta y la 
legislación que la motive. 

c) La fijación del precio a pagar al propietario en la venta o sustitución forzosas. 

d) La determinación de la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública. 

2. Las valoraciones se entienden referidas: 

a) Cuando se trate de las operaciones contempladas en la letra a) del apartado anterior, a la 
fecha de iniciación del procedimiento de aprobación del instrumento que las motive. 

b) Cuando se aplique la expropiación forzosa, al momento de iniciación del expediente de 
justiprecio individualizado o de exposición al público del proyecto de expropiación si se sigue el 
procedimiento de tasación conjunta. 

c) Cuando se trate de la venta o sustitución forzosas, al momento de la iniciación del 
procedimiento de declaración del incumplimiento del deber que la motive. 

d) Cuando la valoración sea necesaria a los efectos de determinar la indemnización por 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública, al momento de la entrada en vigor de la 
disposición o del comienzo de la eficacia del acto causante de la lesión. 

Artículo 35. Criterios generales para la valoración de inmuebles. 

1. El valor del suelo corresponde a su pleno dominio, libre de toda carga, gravamen o derecho 
limitativo de la propiedad. 

2. El suelo se tasará en la forma establecida en los artículos siguientes, según su situación y 
con independencia de la causa de la valoración y el instrumento legal que la motive. 

Este criterio será también de aplicación a los suelos destinados a infraestructuras y servicios 
públicos de interés general supramunicipal, tanto si estuvieran previstos por la ordenación 
territorial y urbanística como si fueran de nueva creación, cuya valoración se determinará según la 
situación básica de los terrenos en que se sitúan o por los que discurren de conformidad con lo 
dispuesto en esta ley. 

3. Las edificaciones, construcciones e instalaciones, los sembrados y las plantaciones en el 
suelo rural, se tasarán con independencia de los terrenos siempre que se ajusten a la legalidad al 
tiempo de la valoración, sean compatibles con el uso o rendimiento considerado en la valoración 
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del suelo y no hayan sido tenidos en cuenta en dicha valoración por su carácter de mejoras 
permanentes. 

En el suelo urbanizado, las edificaciones, construcciones e instalaciones que se ajusten a la 
legalidad se tasarán conjuntamente con el suelo en la forma prevista en el apartado 2 del artículo 
37. 

Se entiende que las edificaciones, construcciones e instalaciones se ajustan a la legalidad al 
tiempo de su valoración cuando se realizaron de conformidad con la ordenación urbanística y el 
acto administrativo legitimante que requiriesen, o han sido posteriormente legalizadas de 
conformidad con lo dispuesto en la legislación urbanística. 

La valoración de las edificaciones o construcciones tendrá en cuenta su antigüedad y su 
estado de conservación. Si han quedado incursas en la situación de fuera de ordenación, su valor 
se reducirá en proporción al tiempo transcurrido de su vida útil. 

4. La valoración de las concesiones administrativas y de los derechos reales sobre inmuebles, 
a los efectos de su constitución, modificación o extinción, se efectuará con arreglo a las 
disposiciones sobre expropiación que específicamente determinen el justiprecio de los mismos; y 
subsidiariamente, según las normas del derecho administrativo, civil o fiscal que resulten de 
aplicación. 

Al expropiar una finca gravada con cargas, la Administración que la efectúe podrá elegir entre 
fijar el justiprecio de cada uno de los derechos que concurren con el dominio, para distribuirlo 
entre los titulares de cada uno de ellos, o bien valorar el inmueble en su conjunto y consignar su 
importe en poder del órgano judicial, para que éste fije y distribuya, por el trámite de los 
incidentes, la proporción que corresponda a los respectivos interesados. 

Artículo 36. Valoración en el suelo rural. 

1. Cuando el suelo sea rural a los efectos de esta ley y de conformidad con lo dispuesto en la 
Disposición adicional séptima: 

a) Los terrenos se tasarán mediante la capitalización de la renta anual real o potencial, la que 
sea superior, de la explotación según su estado en el momento al que deba entenderse referida la 
valoración. 

La renta potencial se calculará atendiendo al rendimiento del uso, disfrute o explotación de 
que sean susceptibles los terrenos conforme a la legislación que les sea aplicable, utilizando los 
medios técnicos normales para su producción. Incluirá, en su caso, como ingresos las 
subvenciones que, con carácter estable, se otorguen a los cultivos y aprovechamientos 
considerados para su cálculo y se descontarán los costes necesarios para la explotación 
considerada. 

El valor del suelo rural así obtenido podrá ser corregido al alza en función de factores 
objetivos de localización, como la accesibilidad a núcleos de población o a centros de actividad 
económica o la ubicación en entornos de singular valor ambiental o paisajístico, cuya aplicación y 
ponderación habrá de ser justificada en el correspondiente expediente de valoración, todo ello en 
los términos que reglamentariamente se establezcan. 

b) Las edificaciones, construcciones e instalaciones, cuando deban valorarse con 
independencia del suelo, se tasarán por el método de coste de reposición según su estado y 
antigüedad en el momento al que deba entenderse referida la valoración. 

c) Las plantaciones y los sembrados preexistentes, así como las indemnizaciones por razón 
de arrendamientos rústicos u otros derechos, se tasarán con arreglo a los criterios de las Leyes de 
Expropiación Forzosa y de Arrendamientos Rústicos. 

2. En ninguno de los casos previstos en el apartado anterior podrán considerarse expectativas 
derivadas de la asignación de edificabilidades y usos por la ordenación territorial o urbanística que 
no hayan sido aún plenamente realizados. 

Artículo 37. Valoración en el suelo urbanizado. 

1. Para la valoración del suelo urbanizado que no está edificado, o en que la edificación 
existente o en curso de ejecución es ilegal o se encuentra en situación de ruina física: 
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a) Se considerarán como uso y edificabilidad de referencia los atribuidos a la parcela por la 
ordenación urbanística, incluido en su caso el de vivienda sujeta a algún régimen de protección 
que permita tasar su precio máximo en venta o alquiler. 

Si los terrenos no tienen asignada edificabilidad o uso privado por la ordenación urbanística, 
se les atribuirá la edificabilidad media y el uso mayoritario en el ámbito espacial homogéneo en 
que por usos y tipologías la ordenación urbanística los haya incluido. 

b) Se aplicará a dicha edificabilidad el valor de repercusión del suelo según el uso 
correspondiente, determinado por el método residual estático. 

c) De la cantidad resultante de la letra anterior se descontará, en su caso, el valor de los 
deberes y cargas pendientes para poder realizar la edificabilidad prevista. 

2. Cuando se trate de suelo edificado o en curso de edificación, el valor de la tasación será el 
superior de los siguientes: 

a) El determinado por la tasación conjunta del suelo y de la edificación existente que se ajuste 
a la legalidad, por el método de comparación, aplicado exclusivamente a los usos de la edificación 
existente o la construcción ya realizada. 

b) El determinado por el método residual del apartado 1 de este artículo, aplicado 
exclusivamente al suelo, sin consideración de la edificación existente o la construcción ya 
realizada. 

3. Cuando se trate de suelo urbanizado sometido a actuaciones de reforma o renovación de la 
urbanización, el método residual a que se refieren los apartados anteriores considerará los usos y 
edificabilidades atribuidos por la ordenación en su situación de origen. 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

TÍTULO VI 

Expropiación forzosa y responsabilidad patrimonial 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… …… 

Artículo 44. Ocupación e inscripción en el Registro de la Propiedad. 

1. El acta de ocupación para cada finca o bien afectado por el procedimiento expropiatorio 
será título inscribible, siempre que incorpore su descripción, su identificación conforme a la 
legislación hipotecaria, su referencia catastral y su representación gráfica mediante un sistema de 
coordenadas y que se acompañe del acta de pago o justificante de la consignación del precio 
correspondiente. 

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, la referencia catastral y la representación 
gráfica podrán ser sustituidas por una certificación catastral descriptiva y gráfica del inmueble de 
que se trate. 

La superficie objeto de la actuación se inscribirá como una o varias fincas registrales, sin que 
sea obstáculo para ello la falta de inmatriculación de alguna de estas fincas. En las fincas 
afectadas y a continuación de la nota a que se refiere la legislación hipotecaria sobre asientos 
derivados de procedimientos de expropiación forzosa, se extenderá otra en la que se identificará 
la porción expropiada si la actuación no afectase a la totalidad de la finca. 

2. (…) 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

TÍTULO VII 

Función social de la propiedad y gestión del suelo 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  
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CAPÍTULO III 

Derecho de superficie 

Artículo 53. Contenido, constitución y régimen. 

1. El derecho real de superficie atribuye al superficiario la facultad de realizar construcciones o 
edificaciones en la rasante y en el vuelo y el subsuelo de una finca ajena, manteniendo la 
propiedad temporal de las construcciones o edificaciones realizadas. 

También puede constituirse dicho derecho sobre construcciones o edificaciones ya realizadas 
o sobre viviendas, locales o elementos privativos de construcciones o edificaciones, atribuyendo al 
superficiario la propiedad temporal de las mismas, sin perjuicio de la propiedad separada del 
titular del suelo. 

2. Para que el derecho de superficie quede válidamente constituido se requiere su 
formalización en escritura pública y la inscripción de ésta en el Registro de la Propiedad. En la 
escritura deberá fijarse necesariamente el plazo de duración del derecho de superficie, que no 
podrá exceder de noventa y nueve años. 

El derecho de superficie sólo puede ser constituido por el propietario del suelo, sea público o 
privado. 

3. El derecho de superficie puede constituirse a título oneroso o gratuito. En el primer caso, la 
contraprestación del superficiario podrá consistir en el pago de una suma alzada o de un canon 
periódico, o en la adjudicación de viviendas o locales o derechos de arrendamiento de unos u 
otros a favor del propietario del suelo, o en varias de estas modalidades a la vez, sin perjuicio de 
la reversión total de lo edificado al finalizar el plazo pactado al constituir el derecho de superficie. 

4. El derecho de superficie se rige por las disposiciones de este capítulo, por la legislación civil 
en lo no previsto por él y por el título constitutivo del derecho. 

Artículo 54. Transmisión, gravamen y extinción. 

1. El derecho de superficie es susceptible de transmisión y gravamen con las limitaciones 
fijadas al constituirlo. 

2. Cuando las características de la construcción o edificación lo permitan, el superficiario 
podrá constituir la propiedad superficiaria en régimen de propiedad horizontal con separación del 
terreno correspondiente al propietario, y podrá transmitir y gravar como fincas independientes las 
viviendas, los locales y los elementos privativos de la propiedad horizontal, durante el plazo del 
derecho de superficie, sin necesidad del consentimiento del propietario del suelo. 

3. En la constitución del derecho de superficie se podrán incluir cláusulas y pactos relativos a 
derechos de tanteo, retracto y retroventa a favor del propietario del suelo, para los casos de las 
transmisiones del derecho o de los elementos a que se refieren, respectivamente, los dos 
apartados anteriores. 

4. El propietario del suelo podrá transmitir y gravar su derecho con separación del derecho del 
superficiario y sin necesidad de consentimiento de éste. El subsuelo corresponderá al propietario 
del suelo y será objeto de transmisión y gravamen juntamente con éste, salvo que haya sido 
incluido en el derecho de superficie. 

5. El derecho de superficie se extingue si no se edifica de conformidad con la ordenación 
territorial y urbanística en el plazo previsto en el título de constitución y, en todo caso, por el 
transcurso del plazo de duración del derecho. 

A la extinción del derecho de superficie por el transcurso de su plazo de duración, el 
propietario del suelo hace suya la propiedad de lo edificado, sin que deba satisfacer 
indemnización alguna cualquiera que sea el título en virtud del cual se hubiera constituido el 
derecho. No obstante, podrán pactarse normas sobre la liquidación del régimen del derecho de 
superficie. 

La extinción del derecho de superficie por el transcurso de su plazo de duración determina la 
de toda clase de derechos reales o personales impuestos por el superficiario. 
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Si por cualquier otra causa se reunieran los derechos de propiedad del suelo y los del 
superficiario, las cargas que recayeren sobre uno y otro derecho continuarán gravándolos 
separadamente hasta el transcurso del plazo del derecho de superficie. 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

Disposición adicional primera. Sistema de información urbana y demás información al 
servicio de las políticas públicas para un medio urbano sostenible. 

1. Con el fin de promover la transparencia y para asegurar la obtención, actualización 
permanente y explotación de la información necesaria para el desarrollo de las políticas y las 
acciones que le competan, la Administración General del Estado, en colaboración con las 
comunidades autónomas, definirá y promoverá la aplicación de aquellos criterios y principios 
básicos que posibiliten, desde la coordinación y complementación con las administraciones 
competentes en la materia, la formación y actualización permanente de un sistema público 
general e integrado de información sobre suelo, urbanismo y edificación, comprensivo, al menos, 
de los siguientes instrumentos: 

a) Censos de construcciones, edificios, viviendas y locales desocupados y de los precisados 
de mejora o rehabilitación. Los Informes de Evaluación de los Edificios regulados en los artículos 
29 y 30 servirán para nutrir dichos censos, en relación con las necesidades de rehabilitación. 

b) Mapas de ámbitos urbanos deteriorados, obsoletos, desfavorecidos o en dificultades, 
precisados de regeneración y renovación urbanas, o de actuaciones de rehabilitación edificatoria. 

c) Un sistema público general e integrado de información sobre suelo y urbanismo, a través 
del cual los ciudadanos tendrán derecho a obtener por medios electrónicos toda la información 
urbanística proveniente de las distintas Administraciones, respecto a la ordenación del territorio 
llevada a cabo por las mismas. 

2. Se procurará, asimismo, la compatibilidad y coordinación del sistema público de 
información referido en al apartado anterior con el resto de sistemas de información y, en 
particular, con el Catastro Inmobiliario. 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

Disposición adicional sexta. Suelos forestales incendiados. 

1. Los terrenos forestales incendiados se mantendrán en la situación de suelo rural a los 
efectos de esta ley y estarán destinados al uso forestal, al menos durante el plazo previsto en el 
artículo 50 de la Ley de Montes, con las excepciones en ella previstas. 

2. La Administración forestal deberá comunicar al Registro de la Propiedad esta circunstancia, 
que será inscribible conforme a lo dispuesto por la legislación hipotecaria. 

3. Será título para la inscripción la certificación emitida por la Administración forestal, que 
contendrá los datos catastrales identificadores de la finca o fincas de que se trate y se presentará 
acompañada del plano topográfico de los terrenos forestales incendiados, a escala apropiada. 

La constancia de la certificación se hará mediante nota marginal que tendrá duración hasta el 
vencimiento del plazo a que se refiere el apartado primero. El plano topográfico se archivará 
conforme a lo previsto por el artículo 51.4 del Reglamento Hipotecario, pudiendo acompañarse 
copia del mismo en soporte magnético u óptico. 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

Disposición adicional undécima. Catastro inmobiliario. 

Lo dispuesto en esta ley se entiende sin perjuicio de lo previsto en el texto refundido de la Ley 
del Catastro Inmobiliario, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, en 
particular en lo que se refiere a la utilización de la referencia catastral, la incorporación de la 
certificación catastral descriptiva y gráfica y las obligaciones de comunicación, colaboración y 
suministro de información previstas por la normativa catastral. 
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...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

Disposición transitoria tercera. Valoraciones. 

1. Las reglas de valoración contenidas en esta ley serán aplicables en todos los expedientes 
incluidos en su ámbito material de aplicación que se inicien a partir de la entrada en vigor de la 
Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo. 

2. Se exceptúan de la aplicación de las reglas de valoración previstas en esta ley, 
exclusivamente los terrenos en los que, a la entrada en vigor de la Ley 8/2007, concurran de 
forma cumulativa las tres circunstancias siguientes: 

a) Que formasen parte del suelo urbanizable incluido en ámbitos delimitados para los que el 
planeamiento hubiera establecido las condiciones para su desarrollo. 

b) Que existiese una previsión expresa sobre plazos de ejecución en el planeamiento, o en la 
legislación de ordenación territorial y urbanística. 

c) Que en el momento a que deba entenderse referida la valoración, no hubieran vencido los 
plazos para dicha ejecución o, si hubiesen vencido, fuese por causa imputable a la Administración 
o a terceros. 

Dichos terrenos se valorarán conforme a las reglas establecidas en la Ley 6/1998, de 13 de 
abril, sobre Régimen de Suelo y Valoraciones, tal y como quedaron redactadas por la Ley 
10/2003, de 20 de mayo. 

...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... ...... …… ……  

 

 


